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28006 – MADRID

Los abajo firmantes, miembros del Consejo Escolar del CEIP Eugenio Mª de Hostos, en relación con el procedimiento en curso para la selección de los miembros que han de integrar la Comisión de Selección del Director/a del centro, formulan las siguientes alegaciones y solicitan que se acompañen a la petición de aclaraciones que la Directora del Centro Doña Florentina Ramos va a dirigir a la Administración educativa autonómica. 

ALEGACIONES

1. En primer lugar, queremos destacar que la Resolución de 8 de abril de 2013, de la que trae causa el presente procedimiento de selección, no tiene valor normativo. Es un acto administrativo de aplicación de previas normas jurídicas. En consecuencia, su carácter vinculante para la dirección del centro está en función de que sea compatible con la las leyes y reglamentos que rigen la elección de directores de centro. 

2. Sentado lo anterior, la Resolución de 8 de abril ha de ser interpretada de tal forma que sea compatible, en primer lugar, con la Ley orgánica 2/2006, de Educación. Y en especial, con lo dispuesto en el art. 135 de la mencionada Ley orgánica. Téngase en cuenta, en este sentido, que la Disposición Transitoria 11ª de la Ley orgánica 2/2006 establece expresamente la derogación o inaplicación de todas las normas que no resulten conformes con lo establecido en dicha Ley orgánica. Según esta Disposición transitoria:

 “En las materias cuya regulación remite la presente Ley a ulteriores disposiciones reglamentarias, y en tanto éstas no sean dictadas, serán de aplicación, en cada caso, las normas de este rango que lo venían siendo a la fecha de entrada en vigor de esta Ley, siempre que no se opongan a lo dispuesto en ella.”

3.  En consecuencia, en caso de que alguna norma reglamentaria (como las contenidas en el Decreto 63/2004, del Gobierno de la Comunidad de Madrid) no sea conforme con la Ley orgánica el órgano administrativo (la directora del centro, o la dirección de área) deben proceder o bien a su inaplicación o bien a interpretarla de tal forma que sea compatible con lo dispuesto en la Ley orgánica 2/2006.  
4. De hecho, este esfuerzo interpretativo, ya se encuentra en algunos apartados de la Resolución de 8 de abril de 2013. Así, esa interpretación adaptada del Decreto 63/2004 ya se encuentra –y no se objeta su corrección- en lo que se refiere a aumentar a 6 el número de vocales (pues si se mantuviera el número de 5, como literalmente dice el Decreto 63/2004, materialmente sería imposible que la Comisión de Selección estuviera integrada por tres tercios, como expresamente exige el art. 135 de la Ley orgánica 2/2006).
5. El mismo esfuerzo interpretativo señalado, a fin de garantizar la primacía legal del art. 135 de la Ley orgánica 2/2006, debe proyectarse sobre varios apartados de la Resolución de 8 de abril de 2013. Veamos:

a) Empecemos por la referencia de la Resolución de 8 de abril de 2013 a que  2 miembros de la Comisión de Selección serán elegidos “por el Consejo Escolar”. En realidad, el art. 135 de la Ley orgánica 2/2006 nada dice del Consejo Escolar, sólo habla de “por y entre los....”. Así que, en puridad,  la resolución de 8 de abril introduce una contradicción al decir que se eligen “por el Consejo Escolar por y entre...”. O es por el Consejo Escolar o es por los  miembros no profesores del consejo escolar, pero no por los dos a la vez (esto es un imposible ontológico). Dada la contradicción en la Resolución, y explicado ya que la supremacía de la Ley orgánica 2/2006 exige una interpretación conforme de todas las normas y actos administrativos infraordenados, se puede interpretar que la Resolución de 8 de abril de 2013 no es inválida (por ilegal) siempre que se interprete que la elección señalada es  “por los miembros....integrados en el Consejo escolar”.
b) El criterio de que cada padre puede votar a un solo candidato tenía sentido cuando -conforme al Decreto madrileño 63/2004- el conjunto de padres elegía a un solo candidato (y el claustro elegía a otro candidato). Pero al haberse ampliado el número de candidatos a 2 para cada gremio (el claustro y los miembros no profesores del consejo), para adaptar la regulación del Decreto madrileño 63/2004 al art. 135 de la Ley orgánica 2/2006, ya no tiene sentido que cada elector pueda votar a un solo candidato, cuando son dos los elegibles. En este sentido, la Resolución de 8 de abril de 2013, si se interpreta literalmente, entra en contradicción con la Ley orgánica 2/2006. Pues si la ley dice que los padres elegirán a un tercio, esto significa, simplemente, que cada padre tiene derecho a votar a todos los vocales de ese tercio. Y según un apotegma jurídico tradicional e incontestado: “donde no distingue la Ley, no puede distinguir la Administración”. En consecuencia, sería contrario al art. 135 de la Ley orgánica 2/2006 impedir que un padre pueda votar a todos los representantes que le autoriza la ley. Es más, sería una infracción del art. 23.1 de la Constitución, que garantiza el derecho fundamental a “participar en los asuntos públicos directamente o por medio de representantes”. 

c) Amén de lo dicho, el impedimento de que cada padre pudiera votar a tantas personas como puestos han de cubrirse llevaría a resultados absurdos y contrarios al principio democrático (art. 1.1 de la Constitución). Veámoslo con la siguiente hipótesis: Si son 2 los candidatos y uno tiene mucho apoyo de los padres, y el otro sólo no tiene el apoyo de nadie (salvo de sí mismo), el resultado necesario será que saldrán elegidos tanto el candidato querido por casi todos como el candidato no querido más que por sí mismo. No estaríamos, entonces, ante un procedimiento electivo porque uno de los candidatos no sería representante de nadie (pues nadie se representa a sí mismo). Un resultado tan absurdo como el dicho no queda amparado ni por el principio democrático (art. 1.1 de la Constitución) ni por cualquier forma de sentido común.
d)  En consecuencia, a la vista de que en este punto una lectura estricta o literal de la convocatoria de 8 de abril de 2013 es contraria a todo Derecho (y en especial al art. 135 de la Ley orgánica 2/2006) es oportuno realizar una interpretación  de forma compatible con lo dispuesto en la Ley orgánica 2/2006. Esta lectura compatible consiste en interpretar que que cada elector puede proponer a una única persona para cada puesto vacante (no puede, por tanto, hacer una prelación de candidatos para cada puesto vacante). Sólo interpretada de esta manera se salva la legalidad de la resolución de 8 de abril de 2013

En Madrid, a 16 de mayo de 2013
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